Radicación No: 66001-31-05-2017-00280
Gerardo Antonio Zapata Hoyos  vs Municipio de Pereira

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
Providencia:


Sentencia de Segunda Instancia, jueves 1 de noviembre de 2016.

Radicación No: 
 

66001-31-05-003-2017-00280-01

Proceso: 


Ordinario Laboral.

Demandante:


Gerardo Antonio Zapata Hoyos

Demandado:


Municipio de Pereira

Juzgado de origen:

Tercero Laboral del Circuito de Pereira.

Magistrado Ponente:

Francisco Javier Tamayo Tabares.

TEMAS:
CONTRATOS ADMINISTRATIVOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS / LA AUTORIZACIÓN LEGAL A LAS ENTIDADES ESTATALES PARA CELEBRAR DICHOS CONTRATOS NO LAS EXONERA DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA PRIMACÍA DE LA REALIDAD PARA DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO DE TRABAJO CUANDO SE DEN LAS CONDICIONES LEGALES PARA ELLO.
… la facultad que concede la Ley 80 de 1993 a las entidades estatales, para celebrar contratos administrativos de prestación de servicios, no las habilita para que so pretexto de estar autorizadas para ello, lo hagan contraviniendo la razón de ser y naturaleza de tal figura legal, como acontece en autos, y menos para esconder tras los mismos genuinas relaciones laborales subordinadas. 

Así las cosas, lo que se evidencia entonces, es una realidad distinta a la meramente formal que consta en el ejemplar del contrato de prestación de servicios, lo que a tono con el precepto 53 superior, y en las concernientes normas legales de los trabajadores oficiales, se impone, por lo tanto, el principio de la realidad sobre las formas, para con ello pregonar la existencia del contrato de trabajo.
… la prosperidad del principio de la realidad sobre las formas establecidas por las partes –art. 53 C.P., tiene por finalidad descorrer el velo que encubre, en apariencia, verdaderas relaciones laborales que subyacen a su interior, en orden a poner de manifiesto esta realidad sobre la apariencia, y pregonar la existencia del contrato de trabajo, a través de la presencia de los elementos que lo estructuran. Sin embargo, no por eso se puede, arribar al extremo de reivindicar el status del trabajador oficial, en la jurisdicción laboral, o la de empleado público, en la jurisdicción contenciosa administrativa, como lo puntualizó la Corte Constitucional en 1994 (sentencia T-555, entre otras).
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy primero (1) de noviembre de dos mil dieciocho (2018), siendo las ocho y quince de la mañana (08:15 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia la magistrada y los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su sala de decisión 4, encabezada por el ponente, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por ambas partes, en contra de la sentencia proferida el 30 de enero de los cursantes mayo de 2015 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda dentro del proceso ordinario promovido por Félix Antonio Ortiz Zapata contra Municipio de Pereira
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, alegan los voceros si asisten.

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

 Pretende el demandante, Gerardo Antonio Zapata Hoyos, que se declare que entre él y el Municipio de Pereira: (i) se celebró un contrato de trabajo del 1 de junio al 30 de diciembre de 2015, (ii) que fue su trabajador oficial, (iii) beneficiario de las convenciones colectivas de trabajo, (iii) acreedor al pago a título de compensación o indemnización de perjuicios de los siguientes conceptos: nombramiento como trabajador oficial a término indefinido, auxilio de cesantías, vacaciones, compensación de lo que pagó al sistema de seguridad social, que como empleadora le correspondía pagar a la demandada, sanción moratoria de la Ley 50 de 1990, artículo 90, sanción moratoria del artículo 65 del CST., la diferencia salarial que se le reconoce a un empleado de planta, auxilio de transporte, prima extralegal, prima de navidad convencional, valores actualizados y costas. 

Las susodichas pretensiones se fundan en que prestó sus servicios personales a favor del ente territorial accionado, bajo la continuada dependencia y subordinación, mediante contratos de prestación de servicios, como ayudante de obra, en diferentes instalaciones: parques, escuelas, vías, calles, etc., en jornada de lunes a domingo, en el horario de 7 a.m. a 4 p.m., incluido los días festivos, percibiendo a cambio un salario de $140.000, inferior al devengado por los trabajadores oficiales de la secretaria de infraestructura; que el 8 de noviembre de 2016 y 22 de febrero de 2017, elevó la reclamación administrativa, sin que se haya dado respuesta; que desde 1991, existe el sindicato de trabajadores del Municipio, al que no ha efectuado descuentos por la cuota sindical, por obvias razones; que la organización sindical es mayoritaria, por lo que se aplica a todos los trabajadores. Que en la convención colectiva, se consagra la acción de reintegro a favor del trabajador vinculado a término indefinido, y sea despedido sin justa causa. 

En su oportuna respuesta el Municipio demandado, se opuso a las pretensiones. A los hechos replicó la certeza parcial de algunos, y la no certeza de otros. Adujo como explicación la calidad de contratista del demandante, al celebrar un contrato de prestación de servicios, sin la connotación laboral, sin que hubiera prestando el servicio desde el 1 de junio de 2015, dado que el contrato se firmó el 30 de ese mes y año, con una duración de 5 meses y 15 días, no cumplió horarios, ni percibió salarios. Propuso las excepciones de: inexistencia de la obligación demandada, prescripción y compensación (fls. 46 a 54). 
La sentenciadora de primer grado, accedió al reconocimiento del contrato de trabajo, habido entre Gerardo Antonio Zapata Hoyos y el Municipio de Pereira, del 1 de julio al 30 de diciembre de 2015, por lo que ordenó al pago de: auxilio de cesantías, intereses a las mismas, vacaciones, prima de vacaciones, prima de navidad, reembolsar a Zapata Hoyos, la cifra que le correspondía al Municipio como empleadora, por aportes a la seguridad social en pensiones, acorde con el ingreso base de cotización, oportunamente certificado por la AFP a la cual se hicieron aportes, e indemnización moratoria a partir de la ejecutoria de la sentencia, equivalente a $38.000 diarios hasta cuando se hiciera efectiva la obligación a partir de la ejecutoria de la sentencia. Negó las demás, no declaró probadas las excepciones, y condenó en costas en un 80% al ente territorial accionado.  

En su motiva, trajo a cuento las características del contrato administrativo de prestación de servicios de profesionales, características, que no se dieron, puesto que Zapata Hoyos, no ejecutó una tarea especializada, amén de que los de planta fungieron igual encargo, como era la reparación y cuidado de obras públicas, al velódromo y a las casetas comunales, siendo la misma entidad las que imponía las directrices y condiciones, a través de coordinadores, técnicos en construcción, supervisores e ingenieros, quienes le indicaban al trabajador el lugar y, día, con el control de asistencia, a cargo del declarante Jesús Darío Trejos Ibarra, quien como técnico, visitaba las obras para constatar la llegada de todos los trabajadores, para el respectivo pago; que  Gerardo Antonio Zapata Hoyos, cumplía la función de auxiliar de construcción; siendo el ingeniero Gildardo, perteneciente al personal de planta, quien definía la obra y actividad a desarrollar; que el actor requería permiso para ausentarse; que tampoco realizó labores temporales; que los extremos cronológicos, derivan del contrato visible a folio 20, del hecho tercero de la demanda, y de la deponencia de Jesús Darío Trejos.  

Por razones constitucionales y legales, dijo que no era de recibo la pretensión de nombramiento deprecada, así como su condición de beneficiario de la convención colectiva celebrada por el Municipio con sus trabajadores oficiales, dado que no se acreditó tal instrumento. Accedió, en cambio, al reconocimiento de las vacaciones, prima de las mismas, prima de navidad, auxilio de cesantías, intereses a las mismas, para ello tomó en cuenta un salario base de $ 1.140.000 mensuales, resultante de la cláusula 4 del contrato escrito, salvo para la liquidación de los dos últimos créditos, que tomó como base $1.282.500.  

No accedió a la sanción por no consignación de auxilio de cesantías e intereses, ambos resueltos a la luz de la Ley 432 de 1998, como quiera que: (i) el auxilio de cesantía solo se causa a la finalización del vínculo laboral, y (ii) no se acreditó que los servidores del Municipio de Pereira, tenían la obligación de afiliarse al Fondo Nacional del Ahorro. 

En cuanto al reintegro de los aportes a la seguridad social, dijo que no militaba prueba que acreditara, primero, el fondo pensional al que se encontraba afiliado Zapata Hoyos, segundo, los periodos cotizados: entre el 1 de julio de 2015 y el 31 de diciembre del mismo año, y tercero, el IBC; así entonces, reflexionó que esta obligación deberá ser atendida, una vez se le entregue al ente territorial, la certificación de pago del trabajador, expedida por la AFP, sobre el ingreso base de cotización y el porcentaje correspondiente, iterando, que la obligación se atenderá cuando se le presente el documento mencionado. En cuanto a la indemnización moratoria, la mandó a cancelar a partir de la ejecutoria de la sentencia, por haberse reconocido la relación laboral con ésta. No declaró avantes las excepciones, máxime que la de prescripción fue interrumpida, el 8 de noviembre de 2016 y la demanda se incoó el 16 de junio de 2017. Impuso condena en costas a la demandada en un 8%. 

El demandante enfiló su inconformidad respecto de la fecha en que se mandó a reconocer la sanción moratoria, toda vez que la a-quo, no tuvo en cuenta que a los trabajadores oficiales, se les causa dentro de los noventa (90) días siguientes a la terminación del contrato.  

Por su lado, la demandada, enrostró la valoración del único testimonio recaudado en autos, en la medida en que a través de éste, no se evidencia de manera clara y concreta, el elemento de subordinación del contrato de trabajo, sin que entonces, se haya desvirtuado el contrato de prestación de servicios; que el contrato se ajustó al artículo 32 de la Ley 80 de 1993, puesto que su ejecución tuvo conexión con la actividad del ente territorial, que nunca varió, por el tiempo estipulado, aunado a que el Municipio carecía de personal de planta suficiente, obligado, entonces, a contratar mediante esta modalidad, por lo que el demandante no fue su trabajador, ausente, entonces, el elemento de subordinación, puesto que no impartió instrucciones, y tampoco aquel cumplió horarios; que se le debe absolver al pago de la indemnización moratoria, puesto que ésta no es compatible con el reintegro, generándose una doble sanción; a más de que el Municipio no actuó de mala fe, dado que no se demostró, ni aún a partir de la ejecutoria de la sentencia. 

Consideraciones 

Concita a la Sala en esta ocasión la problemática en torno a la habilitación que ostenta el juez laboral para que echando mano al principio de los datos de la realidad sobre las formas establecidas por las partes –artículo 53 superior-, pueda pregonar la existencia de genuinas relaciones laborales entre la administración local y su servidor.

En tal sentido, por motivos de metodología se pasará revista, en primer lugar, al recurso de apelación interpuesto por la parte accionada, así como al grado jurisdiccional de consulta que le asiste a este sujeto procesal.

Por consiguiente, como referente habrá que aludirse, inexorablemente, al preciso esquema en que se mueven los servidores de la administración pública, clasificados como empleados públicos y trabajadores oficiales, y que como se sabe sólo en relación con estos últimos, la administración celebra contratos de trabajo, que de paso habilita a esta jurisdicción para dirimir dichos conflictos jurídicos por mandato del artículo 2-1 del C.P.T.S.S. 

La calificación de trabajador oficial, parte del supuesto legal con arreglo al cual en el caso de los servidores Municipales, estos por norma general son empleados públicos con excepción de aquellos dedicados en labores de construcción, conservación o mantenimiento de obra pública, quienes fungen en calidad de trabajadores oficiales (art. 42 L. 11 de 1986 y 292 del dcto. 1333 de 1986).  

Por otro lado, no ha sido pacífico el concepto de “construcción y sostenimiento de obra pública”, para lo cual la jurisprudencia se ha apoyado en la ley 38 de 1946 y en el derogado decreto 222 de 1983, artículo 81 que definió los contratos de obras públicas”.

No se precisa, examinar si tal principio (primacía de la realidad) tendría el alcance de extender los beneficios convencionales a los trabajadores, que en principio, no eran beneficiarios del acuerdo por no haber estado vinculados a la administración en forma regular de la manera prevista en el citado canon constitucional, como quiera, que la a-quo negó las prestaciones fundadas en la convención colectiva de trabajo, por no haber sido esta aportada al plenario, sin reparo del recurrente.
I- Sirva como introducción a los temas descritos de manera precedente, que como lo ha decantado el órgano de cierre de la especialidad laboral: “que cuando se discute la existencia de un contrato realidad, corresponde a la parte demandante demostrar la prestación del servicio, mientras que la accionada tiene la carga de desvirtuar la presunción de subordinación consagrada en el artículo 20 del Decreto 2127 de 1945, estatuto propio de los trabajadores oficiales, según el cual: ““El contrato de trabajo se presume entre quien presta cualquier servicio personal y quien lo recibe o aprovecha, corresponde a este último destruir la presunción””.

Y que como en este evento, también ocurre, se evidencia la prestación personal del servicio por el demandante, al paso que el ente demandado no logró desvirtuar la presunción de subordinación, puesto que no acreditó que las funciones desempeñadas por Gerardo Antonio Zapata Hoyos, se desenvolvieron con la autonomía propia de un contratista independiente.

Lo dicho, por cuanto, Gerardo Antonio Zapata Hoyos, en su carácter de auxiliar de construcción, desplegó actividades encaminadas a la reparación, adecuación y construcción de diferentes de bienes fiscales del Municipio, como lo fueron: las casetas comunales, y un escenario deportivo –velódromo-, labores de bajo perfil, empleando los equipos e instrumentos entregados por el Municipio, bajo las directrices y ordenes, entre otros, del único declarante: Jesús Darío Trejos Ibarra, quien refirió que Zapata Hoyos había laborado de junio a diciembre, y agregó que la función del deponente: “era hacerme cargo de las obras que se estaban construyendo en ese momento por parte de la Alcaldía en la cual yo tenía un manejo de mucho personal, el señor Zapata Hoyos sí estuvo laborando, desconozco el contrato que éste firmo, pero sí estuvo trabajando. Yo solo conozco el contrato que yo firme. y que nos daba una plata mensual pero sin derecho a prestaciones ni nada. Cuando salimos no nos dieron prestaciones de ninguna naturaleza. También abonó que el demandante atendió las órdenes de un ingeniero del municipio, y otro compañero del deponente. 
 En esas condiciones, se desvanece todo esfuerzo encaminado a poner de manifiesto la ejecución de la labor con libertad y autonomía técnica y directiva, asumiendo los riesgos de la activad y empleando locales y medios propios en la ejecución, en orden a poder pregonar esa fementida autonomía e independencia capaz de desdibujar el contrato de trabajo que acá se invoca.

Lo que por el contrario, pone en evidencia los dichos de las partes, los documentos y las afirmaciones del declarante, que la celebración de tales contratos administrativos de prestación de servicios, poseían el único y deliberado propósito de esconder típicas y genuinas relaciones de trabajo subordinado, para evadir las responsabilidades, del Municipio de Pereira, como empleador.

II- En cuanto al citado contrato administrativo de prestación de servicios, se precisa anotar, que en las condiciones como éste se desarrolló, es poco o ninguno el margen que queda, para pregonar la independencia y autonomía que el contratista debe exhibir en el marco de un contrato de esa laya en el concierto del ordenamiento jurídico.

En efecto, el bajo perfil del oficio, que demande del intelecto esforzados conocimientos, que amerite la necesidad de acudir a personal especializado para desarrollar la tarea encomendada, hace inverosímil, que en su diario trasegar no esté presente siempre el elemento de subordinación, tan caro al contrato de trabajo, puesto que lo único que exhibió el demandante fue su fuerza laboral, ajena a que tuviera que suministrar locales, equipos o herramientas, o que tuviera que asumir los riesgos propios de la actividad, o emplear autónomamente un plan o estrategia para desarrollar su tarea, haciendo abstracción de las instrucciones u órdenes del contratante.

Por otro lado, valga acotar al recurrente –Municipio de Pereira- que la facultad que concede la Ley 80 de 1993 a las entidades estatales, para celebrar contratos administrativos de prestación de servicios, no las habilita para que so pretexto de estar autorizadas para ello, lo hagan contraviniendo la razón de ser y naturaleza de tal figura legal, como acontece en autos, y menos para esconder tras los mismos genuinas relaciones laborales subordinadas. 

Así las cosas, lo que se evidencia entonces, es una realidad distinta a la meramente formal que consta en el ejemplar del contrato de prestación de servicios, lo que a tono con el precepto 53 superior, y en las concernientes normas legales de los trabajadores oficiales, se impone, por lo tanto, el principio de la realidad sobre las formas, para con ello pregonar la existencia del contrato de trabajo.

Se acreditan, por consiguiente, los elementos esenciales del contrato de trabajo previstos en el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945, cuales son: la actividad personal, la subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, y el salario como retribución del servicio, establecido en el ejemplar del contrato administrativo de prestación de servicios, que se encuentra adosado en el plenario, y con las certificaciones, que dan cuenta el ultimo estipendio.
De allí, entonces, que no prospere el recurso del Municipio, ni tan siquiera en lo referente a la exoneración de la sanción moratoria, en la medida en que no siendo ésta automática ni inexorable, no se avizora en su comportamiento a la finalización del nexo laboral, visos o rastros de buena fe, que amerite su exoneración, por cuanto lo que se pone de bulto, es su empeño por evadir su responsabilidad como empleador, al acudir al empleo de la figura del contrato administrativo de prestación de servicios, que si bien fue reglamentado en nuestro ordenamiento jurídico, no se acompasa con la realidad que se ofreció al interior de la relación aquí debatida, vulnerándose flagrantemente los derechos laborales del demandante.

Se itera, entonces, que la critica que de la apelación del ente territorial, en torno al valor probatorio del único deponente es infundada, puesto que fue cercano a la relación laboral acá debatida, fue responsivo, exacto y completo, amén que fue acorde con lo que evidencian las demás pruebas y las inferencias aquí elaboradas. Tampoco, le asiste razón en cuanto a que en este caso concreto, la indemnización moratoria se opone a la acción de reintegro, en la medida en que la jueza del conocimiento,  no dispuso lo último, por el contrario, la negó al no ver incorporado el instrumento de la convención que previera tal reinstalación del trabajador,  por ende, cae de su peso este postrer argumento. 
Ahora, en cuanto al recurso del accionante, vinculado directamente con  indemnización moratoria, y su punto de partida, que para la jueza del conocimiento lo era a partir de la ejecutoria de la sentencia, anotando previamente que la imposición de la condena, lo fue de manera automática, en la medida en que no se examinó el comportamiento contractual del obligado, esto es, el aspecto subjetivo de la condena, no obstante, como se vio, no le asiste al ente territorial razón para argumentar su buena fe, por lo que tiene razón el apelante que tal condena debe correr a partir del día 91 de la terminación del contrato de trabajo, y no como lo acotó la primera instancia, dado que es precisamente la ley 797 de 1949, la que señaló dicho hito inicial, por lo que su desconocimiento no tiene fundamento en una posible interpretación constitucional favorable, como lo asumió la a-quo.
Por ende, se revocará parcialmente el numeral 6 de la sentencia confutada para en su lugar, disponer que la sanción moratoria corra a partir del 19 de mayo de 2016 y hasta cuando se satisfagan los créditos laborales adeudados por prestaciones sociales.

VI- Ahora bien, en cumplimiento del grado jurisdiccional de consulta, que se surte a favor del ente territorial accionado, como lo prevé el artículo 69 del C.P.L.S.S., una vez revisadas las condenas impuestas en el numeral 4º, no habría lugar a modificarlas, con arreglo a lo siguiente: 
· Por compensación de Vacaciones: Con arreglo a lo dispuesto en los artículos 8º del Decreto 3135 de 1968, y 47 y 48 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, los trabajadores oficiales tienen derecho a quince (15) días hábiles de vacaciones, por cada año de servicio prestado. Al no haberse disfrutado el actor de periodo vacacional alguno, lo procedente es acceder a la compensación de las vacaciones, en los términos del artículo 1º de la Ley 995 de 2005. Luego entonces, por los 180 días laborados le corresponden 7.5 días de vacaciones, por ende, la condena asciende a $285.000, tal cual lo indicó la a-quo. 

·   Prima de Vacaciones: el artículo 25 del Decreto 1045 de 1978 establece que esta prestación será equivalente a quince días de salario por cada año de servicio. Por ende, al actor le corresponde por este concepto al actor $$285.000, tal como se ordenó en primera instancia.
·   La prima de navidad, regulada en el artículo 11 del Decreto 3135 de 1968 establece que todos los empleados públicos y los trabajadores oficiales, tendrán derecho a una Prima de Navidad equivalente a un (1) mes del sueldo que corresponda al cargo en treinta (30) de noviembre de cada año, pagadera en la primera quincena del mes de diciembre. Por ende, al actor le corresponde la suma de 570.000 por 180 días laborados. 
· Cesantías: de conformidad con el artículo 4º del Decreto 1919 de 2002, la liquidación de esta prestación debe hacerse con base en lo dispuesto en los artículos 27 del Decreto 3118 de 1968, 13 de la Ley 344 de 1996, así como el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, que reglamentó lo atinente a los factores salariales a tener en cuenta para la liquidación del auxilio de cesantías, para lo cual indicó que debe atenderse no sólo la asignación básica mensual, sino también las primas de navidad, de servicios y de vacaciones, entre otros, que reciba el trabajador oficial o empleado público.  Efectuados los cálculos respectivos, se obtiene idéntica suma a la reconocida por la a-quo en cuantía de $ 641.250. 
· Intereses a las cesantías: indistintamente de si el actor eligió el   Fondo Nacional del Ahorro o  un fondo de cesantías privado, se tiene que ambos sistemas contemplan el reconocimiento y pago de un intereses sobre el valor de las cesantías liquidadas que debían ser consignadas por el empleador. Por tal razón, se reconocerá un interés del 12 % anual o proporcional por fracción sobre el valor de las cesantías reconocidas, por resultar más favorable que el interés equivalente al 60 % de la variación anual del IPC que consagra el artículo 12 de la Ley 432 de 1998. La condena por este concepto asciende a $38.475, como lo adujo la a-quo. 
No está llamada a prosperar la excepción de prescripción propuesta por el ente territorial accionado, como quiera que no trascurrió el término trienal que prevén los artículos 151 del C.P.L.S.S. y 488 CST, desde la exigibilidad del derecho a cada una de las acreencias reconocidas y la interposición de esta demanda judicial, que data del 16 de junio de 2017, según folio 18.  
En cuanto a la condena del numeral quinto, también saldrá airosa, no obstante, la condición que se impuso. 
Finalmente, en cuanto a la declaración del numeral 3 alusivo a que el demandante fungió como trabajador oficial, será menester infirmarlo, por ser contrario a lo disciplinado en el artículo 122 de la C.P., con arreglo en los siguiente:

Obviamente, que la prosperidad del principio de la realidad sobre las formas establecidas por las partes –art. 53 C.P., tiene por finalidad descorrer el velo que encubre, en apariencia, verdaderas relaciones laborales que subyacen a su interior, en orden a poner de manifiesto esta realidad sobre la apariencia, y pregonar la existencia del contrato de trabajo, a través de la presencia de los elementos que lo estructuran. Sin embargo, no por eso se puede, arribar al extremo de reivindicar el status del trabajador oficial, en la jurisdicción laboral, o la de empleado público, en la jurisdicción contenciosa administrativa, como lo puntualizó la Corte Constitucional en 1994 (sentencia T-555, entre otras).

Reivindicación que iría en contra de los mandatos del artículo 122 de la Constitucional Nacional, con arreglo al cual una declaración en tal sentido demandaría, por un lado, la existencia del cargo dentro de la planta de personal, previsto sus emolumentos en el presupuesto correspondiente, nombramiento y la posesión. 

Por ende, se revocará tal numeral, en su lugar, se integrará al numeral 1. 
Sin costas en esta instancia, debido al fracaso de ambos recursos.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, en su Sala decisión 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

1. Revoca el numeral tercero, para en su lugar, entenderse integrado al primero de la parte resolutiva de la sentencia conocida en apelación. 
2. Modificar el numeral 6. En su lugar: Condena al Municipio de Pereira a favor Gerardo Antonio Zapata Hoyos al reconocimiento de la indemnización moratoria de que trata el decreto 797 de 1949, consiste en un salario diario por valor de $38.000, desde el 16 de mayo de 2016 y hasta el pago definitivo de las prestaciones sociales ordenadas en este proveído. 
3. Confirma lo demás.

4. Sin Costas en este grado. 

Notificación surtida EN ESTRADOS.

El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


Las Magistradas,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA


     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
          Ausencia justificada
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